
EPÍGRAFE 4.3 ACTIVIDAD AGROPECUARIA 

Hace algo más de un siglo, el campo cubano registraba el predominio de la pequeña y 

mediana propiedad. A pesar de la destrucción ocurrida por varias décadas de guerra, se 

mantenían las posibilidades de un desarrollo equilibrado de la economía nacional y, por 

tanto, del campo cubano. 

Al finalizar la Guerra de Independencia, con un campesinado arruinado y la intervención 

norteamericana presente, se crean las condiciones para la entrada masiva del capital 

estadounidense que se orienta hacia una expansión azucarera que necesitaba como 

requisito previo la eliminación, en el mayor grado posible, de la pequeña y mediana 

propiedad (Nova, 2006). 

Similar proceso se extendería tres décadas más tarde a otras actividades agropecuarias, 

incrementándose el latifundio con el aumento del empobrecimiento del campesinado y la 

transformación de una parte del mismo en obreros agrícolas. Esto se evidencia cuando se 

analizan las principales características de la estructura agraria del campo cubano previo al 

triunfo revolucionario de enero de 1959. 

La agricultura registraba una elevada concentración de la propiedad de la tierra, donde el 

0.1 % de las mayores fincas (114), concentraban el 20.1 % de la tierra; otro 8 % de las fincas 

poseían el 71 % de las tierras, mientras el 39 % del número total de fincas, las de menor 

extensión, abarcaban sólo el 3.3 % de la tierra. Unas 200 000 familias campesinas no 

poseían ni un metro cuadrado de tierra, mientras que 300 000 caballerías (4 020 000 ha) 

permanecían sin cultivar (Castro, 1957; Huberman y Zueezy, 1960). 

La ley de reforma agraria de 1959 fue el cambio estructural más profundo y de más largo 

alcance realizado al principio de la Revolución, enmarcado en el proceso de construcción de 

un nuevo modelo de desarrollo. Ello permitió poner fin al régimen burgués-terrateniente y al 

dominio del capital extranjero sobre la tierra, recibiendo el campesinado la tierra que 

trabajaba, en calidad de propietario. 

Esta ley contempló la promoción de formas de propiedad cooperativa y estatal. Las 

cooperativas se organizaron en los latifundios cañeros expropiados. Ambas formas de 

producción constituían símbolos de una visión colectivista y social del desarrollo. El modelo 

cooperativo agrícola transformó a los obreros agrícolas de los grandes latifundios, en 

cooperativistas en tierras del Estado que les fueron entregadas en usufructo para su 

explotación colectiva. 

La segunda ley de reforma agraria (1963), se promulga ya en los marcos de la construcción 

socialista y representó una medida de carácter socialista. La estructura agraria desde el 

ángulo de la propiedad se redujo a dos: la propiedad estatal socialista y la campesina, en 

sus diferentes modalidades. 

El Estado mantuvo bajo su control la mayoría de las tierras expropiadas, donde pretendía, 

además de seguir promoviendo las mejoras sociales de los trabajadores, introducir 

avanzadas tecnologías que posibilitaran incrementos significativos de la productividad. Estas 

decisiones fundamentales para el desarrollo agrícola, acentuaron la disminución del 



campesinado, que en 1990 ocupaba el 18 % de la tierra agrícola, pasando la población rural 

de un 56 % en 1958, a menos del 25 % en el 1990 (Nova, ob. cit.). 

Estas visiones coincidieron en el tiempo con la estrategia de desarrollo acelerado de la 

agroindustria exportadora y también de la agricultura para el mercado interno, y se 

manifestaron espacialmente en la formación y ampliación de grandes planes agrícolas, con 

el empleo de importantes recursos materiales, técnicos y financieros. La política se 

sustentaba en el criterio acerca de la incompatibilidad de la economía campesina con la 

modernización tecnológica, económica y social en el campo. El resultado de esta estrategia 

en el desarrollo de la agricultura cubana hasta 1990 se manifestó en un gran uso de recursos 

importados, unido a la creación de grandes empresas que desarrollaron el monocultivo, 

orientado fundamentalmente hacia la exportación. 

A partir de la crisis económica y agroalimentaria nacional iniciada en los años noventa, se 

promovió un proceso de ajustes y de reformas económicas que modificó el modelo 

económico precedente, caracterizado por la globalización de la socialización de tipo estatal, 

en que el Estado fungía como propietario y productor directo. Se difundieron nuevas formas 

de propiedad sobre los medios de producción y se dio apertura al mercado. 

Un proceso similar de reforma ocurre en la agricultura, signado por la expansión del 

cooperativismo en los espacios de la anterior economía estatal agrícola y su conversión en 

la forma dominante de explotación de la tierra en el país. 

La reforma de la base económica, y el cooperativismo en particular, son fenómenos y 

procesos articulados a la formación del nuevo paradigma económico. El fundamento jurídico 

de la reforma tuvo sus antecedentes en el Decreto n.o 50 de febrero de 1982 y en la Reforma 

Constitucional de 1992. La reforma constituye la nueva vía para mantener y desarrollar el 

modelo socialista cubano, acorde a los principios de independencia, autodeterminación, 

equidad y justicia social, alcanzados en todos estos años de Revolución. 

Entre los cambios estructurales más sobresalientes de la base económica se destaca la 

reforma de la tenencia y explotación de la tierra mediante la cual se viene traspasando en 

usufructo la tierra del sector estatal a colectivos de productores agrupados en cooperativas 

y a trabajadores rurales y urbanos. 

El cooperativismo y el incremento del sector campesino son la clave del nuevo modelo 

agrario, sin desestimar la presencia de otros agentes económicos. El sector estatal redujo 

su participación en la explotación directa de la tierra de un 78 % de la superficie cultivada 

del país en 1989, a un 25.7 % en 1995; mientras el sector cooperativo en iguales años pasó 

de 10.2 % a 58.7 % y el privado campesino de 11.8 % al 15.6 % (CEPAL, 1997). 

La reforma económica en el sector agrícola significó un intenso proceso de transformación 

de las relaciones de producción, cuyas repercusiones modificaron el predominio del régimen 

estatal en la tenencia de la tierra, hacia un nuevo modelo cooperativo, creándose las 

Unidades Básicas de Producción Cooperativas (UBPC), como una nueva concepción en las 

relaciones de producción de la agricultura socialista. 

Este modelo cooperativo se sustenta en cuatro principios básicos: autonomía en la gestión 

productiva y administrativa; vinculación del hombre con el área; ingresos en función de los 



resultados productivos alcanzados y autoabastecimiento alimentario de sus miembros y sus 

familiares con producciones cooperadas, así como el mejoramiento de las condiciones de 

vida y viviendas (Sulroca, 2004).   

Las medidas legales ejecutadas tienden a la descentralización, con la incorporación de 

nuevos agentes económicos en el territorio, intentando superar el modelo de desarrollo 

agrario precedente, altamente centralizado. 

La tabla 1 muestra la evolución que experimentó la tenencia de la tierra desde el año 1959, 

hasta el 1997.  

Tabla 1. Estructura de la tenencia de la tierra en Cuba (en %) 

Año Estatal UBPC CPA Privada 

1959 39 - - 61 

1963 44 - - 56 

1964 58 - - 42 

1970 74 - - 26 

1975 80 - - 20 

1978 80 - 1 19 

1980 81 - 2 17 

1988 82 - 8 10 

1990 82 - 8 10 

1992 83 - 7 10 

1994 54 28 7 11 

1997 54 28 7 11 

Nota: UBPC: Unidad Básica de Producción Cooperativa, que surge en 1993; CPA: Cooperativa de 

Producción Agropecuaria, que surge a partir de 1975. El Privado agrupa a las CCS: Cooperativas de 

Créditos y Servicios y los campesinos dispersos.  

Fuente: Según Herrera, 1996; Valdés, 1990 y ONE diversos años. 

Las reformas que se ponen en marcha en el sector agrario a partir de 1993, tendrán como 

objetivo fundamental potenciar el desarrollo de las fuerzas productivas, con el fin de reactivar 

la producción agropecuaria, sacarla de la crisis e impulsar el desarrollo rural y la economía 

nacional, para lograr la satisfacción de las necesidades alimentarias de la población, 

incrementar las exportaciones de origen agropecuario, disminuir las grandes importaciones 

de alimentos, y contribuir a borrar las desigualdades territoriales. 



En el año 2008 se amplió más la entrega de tierras ociosas en usufructo a personas naturales 

y jurídicas mediante el Decreto-Ley 259. Estas entregas se establecen por una duración de 

10 años para las personas naturales y de 25 años para las personas jurídicas, pudiéndose 

otorgar prórroga por igual período de tiempo en cada caso. Esta norma jurídica permitió la 

entrega de hasta 13.42 ha a las personas naturales. En el caso de las personas naturales 

que poseían tierras en propiedad o en usufructo, podían ampliar su extensión hasta 40.26 

ha. 

El 22 de octubre de 2012 se publicó en la Gaceta Oficial de la República de Cuba el Decreto-

Ley n.o 300, donde se señala: 

“La experiencia acumulada en la aplicación del Decreto-Ley n.o 259 –sobre la entrega 

de tierras ociosas en usufructo–, del 10 de julio de 2008, y la necesidad de atemperar 

esas regulaciones a las condiciones socioeconómicas actuales, aconsejan emitir una 

nueva norma legal, que perfeccione ese proceso y uniforme el tratamiento jurídico para 

todos los usufructuarios de tierras estatales, con el objetivo de asegurar la continuidad 

y sostenibilidad de las tierras entregadas en usufructo para favorecer el incremento en 

la producción agropecuaria, forestal y de frutales.” 

Complementa esta norma jurídica el Decreto n.o 304, que precisa en su contenido: la 

declaración y actualización del fondo de tierras ociosas y los requisitos y procedimientos 

para su entrega a los productores, entre otros aspectos. En este decreto se permitía la 

construcción de viviendas y otras construcciones consideradas bienhechurías que pudieran 

servir para estimular el proceso de recampesinización y la producción agropecuaria. 

En este nuevo contexto jurídico en el país se mantienen tres grandes categorías de 

tenedores legales: los agricultores pequeños (o pequeña propiedad), los cooperativos y los 

estatales. La forma de posesión varía de las tierras que están en posesión hasta las que se 

encuentran en usufructo, en administración o en arrendamiento. En los tipos de propiedad 

se cuenta con la personal, la cooperativa y la estatal socialista, y dependiendo de estos tipos 

de propiedad se van configurando las formas de tenencia o de explotación de la tierra. 

A pesar del impulso que ha recibido la entrega de tierras en Cuba, el ritmo de reducción de 

tierras ociosas es insuficiente, en especial, si se tiene en cuenta la importancia de 

incrementar la producción de alimentos para garantizar la seguridad alimentaria de la 

población (en 2012 se mantenían ociosas el 8 % de las tierras agrícolas). 

Entre las principales causas de esta lentitud pueden ser mencionadas: el envejecimiento de 

la población rural y la falta de relevo de la fuerza de trabajo campesina; el escaso interés en 

retornar al campo de la población joven y en edad laboral; la escasez de recursos financieros 

para adquirir medios de trabajo e insumos, a lo que se suma que muchas de las tierras 

ociosas disponibles para su cultivo se encuentran muy distantes de los núcleos poblados o 

de los centros urbanos. 

En la actualidad en el país existen varias formas de tenencia y de gestión de la tierra, que 

han surgido con el objetivo de lograr la mayor eficiencia posible: 

Formas de tenencia de la tierra: modalidades o maneras en que se puede tener o poseer 

la tierra. En Cuba, teniendo en cuenta la titularidad (estatal socialista, cooperativa, de 



agricultores pequeños), se encuentran las siguientes formas de tenencia de la tierra, según 

destaca el Ministerio de la Agricultura. (Tabla 2). 

Tabla 2. Formas de gestión y explotación de la tierra Cuba 

Propiedad de la 

tierra 
Estatal socialista Cooperativa 

De agricultores pequeños 

(privada) 

Formas de tenencia 

de la tierra 

En administración En propiedad En usufructo 

Empresas agropecuarias 

y forestales y otras 

entidades estatales 

CPA, agricultores 

pequeños 

• Con personalidad jurídica: 

UBPC, CPA, CCS, granjas 

estatales. 

• Personas naturales 

Formas de Gestión 

o explotación de la 

tierra 

Gestión Estatal Gestión cooperativa Gestión de personas naturales 

Empresas agropecuarias 

y forestales, granjas 

estatales y otras 

entidades con 

personalidad jurídica 

CPA, UBPC, CCS 

Propietarios Usufructuarios 

Agricultores 

pequeños vinculados 

o no a las CCS 

Usufructuarios 

antes o después 

de Dec. Ley 259 

o Dec.Ley 300 

Nota: UBPC= Unidad básica de producción cooperativa, CSS=Cooperativa de crédito y servicios, 

CPA= Cooperativa de producción agropecuaria. Fuente: Herrera, A. et al. (2016). 

Dentro de la propiedad estatal socialista: 

1. En administración: Todas aquellas que son patrimonio del estado cubano y que son 

administradas por entidades estatales, para su uso. 

2. En usufructo: Todas aquellas que siendo patrimonio del estado cubano se le entregan 

en ese concepto, tanto a personas naturales como jurídicas al amparo de las 

disposiciones legales establecidas para su uso y disfrute (MINAG, 2015). 

Dentro de la propiedad cooperativa y de agricultores pequeños (privada): 

3. En propiedad: Las que en ese concepto poseen los agricultores pequeños y las 

Cooperativas de Producción Agropecuaria. Podrán ser propietarias de tierra, 

excepcionalmente otras instituciones no estatales que en ese concepto las tengan 

registradas en el Registro correspondiente. 

Formas de explotación de la tierra: Se consideran a los diversos gestores de la tierra, ya 

sean estatales, cooperativos o privados. En Cuba se encuentran las siguientes formas de 

gestión o explotación de la tierra: 

1. Estatal: empresas agropecuarias y forestales, granjas estatales, del Ministerio del 

Interior (MININT) y el Ministerio de las Fuerzas Armadas Revolucionarias (MINFAR). 



2. Unidades Básicas de Producción Cooperativa (UBPC), Cooperativas de Créditos y 

Servicios (CCS), Cooperativa de Producción Agropecuaria (CPA) que poseen las 

tierras en usufructo. 

3. CPA y agricultores pequeños vinculados a las CCS que poseen tierras en propiedad. 

En 2018 se aprueban nuevas modificaciones a la política para la entrega de tierras estatales 

ociosas en usufructo, sustentado en el Decreto-Ley 358 y su reglamento el Decreto-Ley 350, 

dirigidas a estimular el crecimiento de la producción agropecuaria. Se destacan entre los 

principales cambios introducidos al amparo de la nueva normativa legal, la extensión hasta 

20 años del usufructo a las personas naturales, con prórrogas sucesivas y el incremento de 

la cantidad de área a entregar (Granma, Gaceta Oficial Extraordinaria No. 39). 

Las políticas aplicadas tratan de alcanzar la diversificación y la descentralización de la 

producción, además de la autosuficiencia alimentaria. La diversificación de la producción 

busca más heterogeneidad en la agricultura, la descentralización implicó disminución de la 

presencia estatal en el uso y tenencia de la tierra y trajo consigo una disminución del tamaño 

de la propiedad y nuevas formas de gestión de la tierra. 

En este nuevo modelo de desarrollo de la actividad agropecuaria, se le asigna un importante 

papel a la pequeña propiedad, que mostró síntomas de mejor adaptabilidad, frente a la 

disminución de insumos del "período especial". 

 


